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INDUSTRIA DE LA VESTIMENTA 


Dirección General Impositiva 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 4 de agosto de 2010 


(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Álvaro Delgado. 


MIEMBROS: Señores Representantes Saúl Artimuño,Julio BattistoniMartín Fernández,Carlos Varela 
Nestier y Walter Verri. 


INVITADOS: Señor Subdirector General de Impositiva, contador Álvaro Romano y señora Coordinadora 
de Asesoría Tributaria, contadora Marisa Yori. 


SEÑOR PRESIDENTE (Delgado).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Industria, Energía y Minería tiene el gusto de recibir al señor Subdirector General de 
Impositiva, contador Alvaro Romano y a la coordinadora de la Asesoría Tributaria, contadora Marisa Yori. 


El motivo de la invitación es conocer la opinión de ustedes sobre el proyecto de ley de apoyo a la industria de 
la vestimenta que está a estudio de esta Comisión. Como había algunas inquietudes vinculadas con temas que 
podían tener competencia superpuesta con la Dirección General Impositiva, la Comisión solicitó la opinión a 
tres organismos que tienen competencia en materia de fiscalización laboral o tributaria. Uno de esos 
organismos es la Dirección General Impositiva. 


SEÑOR ROMANO.- Para nosotros es un gusto y, además, una obligación concurrir a las distintas 
Comisiones del Parlamento o al plenario cuando así lo amerite a brindar nuestra visión sobre los 
distintos tópicos que se nos consulta. 


En realidad, cuando nos llegó la solicitud de opinión por parte de esta Comisión respecto a este proyecto de 
ley, se hizo referencia a la creación de la Comisión Administrativa en cuanto a la eventual modificación del 
artículo 20 del proyecto. 


Sin perjuicio de eso, dado que leímos toda la norma, queríamos hacer algún otro comentario, simplemente 
para que lo tomen en cuenta si les parece relevante u oportuno. 


Por deformación profesional, lo primero que hacemos siempre es ver dónde podemos cobrar algo. La primera 
lectura que hicimos, en el supuesto de que este proyecto se convirtiera en derecho positivo, es ver qué 
consecuencias pudiese llegar a traer aparejado en la hipótesis de los distintos hechos generadores de los 
diferentes impuestos que nosotros recaudamos. Nos pareció interesante plantear algunas cuestiones que 


visualizamos, que no sé si son de conocimiento de ustedes y si son conscientes del efecto que esto 
eventualmente pudiera traer. Esto simplemente para que a priori sepan qué lectura eventualmente podría 
hacer la administración tributaria en estas normas. 


Luego podríamos ver el tema de los cometidos y las eventuales colisiones que tendríamos en cuanto a los 
controles. 


En el proyecto se establece, dentro de una serie de medidas vinculadas a la promoción de las actividades de 
referencia, una suerte de subsidio o subvención para determinadas entidades. Esta es una práctica que no es 
nueva, de la que existen múltiples antecedentes en distintas normas, a través de las cuales se les confiere a 
determinados sectores de actividad o entidades particulares, determinados subsidios. En lo que tiene que ver 
con los tributos recaudados y administrados por la Dirección General Impositiva deben tener presente que 
esos subsidios que se le otorgan a las empresas son renta gravada para los tributos que recauda la 
Administración. Por lo tanto, cuando se le otorga un subsidio a una empresa eso es una renta para la empresa 
que queda comprendida en el Impuesto a la Renta de las Actividades Económicas. 


Manifestamos esto porque luego de que se vota una subvención y la Dirección General Impositiva va a 
cobrar a la empresa particular nosotros no salimos a todos los rubros sino que actuamos en casos puntuales, 
esta se sorprende porque dice: "A mí me votaron una ley para favorecerme y resulta que tengo que pagar por 
esto". Es importante y es buena la instancia para que tengan presente que un subsidio es materia gravada. La 
primera reflexión es esa. Obviamente que ustedes tienen toda la potestad, una vez advertidos siempre que ese 
no sea el efecto deseado de corregirlo. Pero si esto sale tal como está, será materia gravada por el Impuesto a 
la Renta de las Actividades Económicas. Entonces, en realidad, de cada $ 100 de subsidio, a la empresa le va 
a quedar $ 75, porque $ 25 va a ser para el impuesto que tendrá que pagar por esa partida que le ingresa como 
ganancia. 


SEÑOR VERRL.- ¿Cómo se puede solucionar eventualmente eso? 
SEÑOR ROMANO.- En realidad, la forma que tendrían de solucionarlo sería exonerando esa partida. 


Ese era un primer aspecto, que si bien no nos preguntaron al respecto, nos pareció interesante señalar, porque 
creemos que es relevante. 


El segundo aspecto es que se está pensando en una entidad, que sería una persona de derecho público. Me 
refiero a la Comisión Administradora, que tendría una serie de objetivos, pero también recursos, es decir, que 
le ingresaría dinero. Acudiendo luego a nuestra deformación profesional, estamos alertas de cuál es la 
situación tributaria de esa Comisión Administradora. 


En lo que tiene que ver con el Impuesto a la Renta a las Actividades Económicas, en realidad, esa Comisión 
Administradora no está designada como sujeto pasivo del Impuesto a la Renta a las Actividades Económicas 
y, por lo tanto, no sería contribuyente. Es decir que esos fondos que le ingresan a la Comisión no estarían 
gravados por dicho Impuesto. Pero eventualmente podría haber otros tributos que pudiesen llegar a alcanzar a 
esta entidad, tales como el IVA o el Impuesto al Patrimonio. En el caso de estos dos Impuestos, dado que la 
forma jurídica no es determinante a diferencia de lo que ocurre con el Impuesto a la Renta a las Actividades 
Económicas algún impuesto podría llegar a alcanzar eventualmente a esta entidad, cuestión que podía ser de 
su interés a la hora de redondear esta propuesta. Entonces, esta entidad recibirá distintas partidas; nunca va a 
tener problemas de Impuesto a la Renta de las Actividades Económicas, pero eventualmente podría llegar a 
tener algún problema de IVA en la medida que genere algún hecho generador del mismo y de Impuesto al 
Patrimonio, si tuviera algún patrimonio al cierre de cada ejercicio. Eso como contribuyente, es decir, como 
sujeto pasivo por obligaciones propias. 


También puede ocurrir que esta Comisión sea responsable por impuestos de otros en las diversas 
modalidades. Por ejemplo, si tiene un empleado, obviamente va a tener que retener el IRPF, como cualquier 
empleador, o si mañana contrata un técnico extranjero para que venga a asesorar en determinada rama por 
ejemplo, en la actividad industrial de la vestimenta va a ser responsable por el Impuesto a la Renta de los no 
residentes de ese extranjero, e infinidad de casos más. Lo que debemos tener en cuenta es que se trata de un 
sujeto que eventualmente puede llegar a tener ciertas obligaciones tributarias, en cabeza propia o por cuenta 
de un tercero. 


Ahora voy a reflexionar sobre la eventual zona común que podríamos llegar a tener con los cometidos. 


Como los señores Diputados saben, la Dirección General Impositiva tiene como cometidos la administración 
y el control de todo el sistema tributario vigente. Para ello posee las más amplias facultades conferidas por el 
Código Tributario. Este le confiere a la administración tributaria cito textual "las más amplias facultades" a 
efectos de que pueda desarrollar su tarea de control y de administración 


En el desarrollo de sus cometidos, obviamente que se relaciona con todos los agentes económicos. La 
industria de la vestimenta es un caso particular de empresas sujetas al control de la Administración. El hecho 
de que haya otros organismos públicos o privados que tengan facultades de contralor respecto de los mismos 
sujetos que la Administración tiene facultades, podrá ser evaluado mejor o peor desde el punto de vista de la 
eficiencia de la Administración estatal en su conjunto, pero en nada habría que verlas como antagónicas o 
excluyentes. De hecho, hoy por hoy, la administración tributaria comparte con infinidad de oficinas públicas 
potestades de contralor sobre determinadas actividades, sin que ello haya llevado en absoluto a problemas de 
algún orden. En la medida en que el cometido que tiene la Dirección General Impositiva en cuanto al control 
es a efectos de verificar la efectiva liquidación de los tributos que corresponda, y el incumplimiento de ello 
lleva a que solamente la DGI es la que puede sancionar o evaluar esa eventual desviación, no inhibe que 
pueda haber otros organismos, públicos, privados o cuasi públicos, que puedan llegar a tener competencias de 
contralor, inclusive sobre las mismas actividades pero, obviamente, con un objetivo diferente. 


De hecho, el Presidente de la Comisión me dijo al comienzo de la reunión que pensaban hablar con el Banco 
de Previsión Social. Precisamente, el Banco de Previsión Social es un organismo público, que también es de 
administración tributaria, con el cual hay infinidad de situaciones en las que tenemos competencia 
compartida, lo que para nada inhibe el buen desempeño de cada uno de los organismos. 


Nosotros no vemos mayor inconveniente con que se crea una entidad que pueda llegar a tener facultades 
como las que se mencionan en el proyecto. No sé si las dudas estaban referidas a algún caso concreto o a 
algunas de las facultades en particular. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Las dudas surgieron a raíz de este proyecto modificativo vinculado al cambio 
de Comisión Asesora por Comisión Administradora. Se trata de una Comisión muy parecida, pero que 
tenía las facultades de asesorar a los organismos que tienen competencia en la fiscalización de 
normativa laboral, tributaria, previsional pero, además, con la posibilidad de sancionar, que este 
organismo, aun en la versión nueva que se propuso, no tendría. 


Yo fui uno de los Diputados no el único que planteó algunas dudas al respecto sobre la posibilidad de 
superponer funciones con otros organismos. A veces, la solución no pasa por superponer sino por coordinar y 
generar ámbitos para compartir información en lugar de compartimentar, a fin de no hacer la misma función 
por vías separadas; quizás con el mismo objetivo, pero diferentes competencias o potestades. 


Quizás en esto tenga mucho más que ver la zona gris de superposición de competencias con el Banco de 
Previsión Social o con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que con la Dirección General Impositiva. 
Si bien la redacción es muy amplia a mi juicio, demasiado no habla de control de fiscalización tributaria, es 
decir, de cumplimiento de pago de impuestos. Pero refiere a temas muy amplios. 


Por eso quisimos conocer la opinión de los organismos vinculados a la fiscalización en todo el campo de 
acción -ya sea tributaria, previsional, cumplimiento de normativa o condiciones de trabajo a nivel laboral, en 
cuanto a si esto podía entorpecer las funciones originales y previstas por el Código Tributario. Ustedes dicen 
que no. Lo que puede es superponer o agregar para hacer las mismas cosas que ya se están realizando. Esa es 
otra discusión. 


En primer lugar, es un tema de legalidad y, en segundo término, de eficiencia, conveniencia. Ese fue el 
sentido original de la invitación. 


SEÑOR ROMANO.- En realidad tal vez extralimitándonos con la administración tributaria, pero 
como lectores asiduos de normas en las que se imponen obligaciones, porque en definitiva, con la 
norma que nosotros administramos todos los días les estamos imponiendo obligaciones a los 
contribuyentes, el literal c) refiere a realizar inspecciones y finaliza dando potestades sancionatorias. 


Cuando leímos esto asumimos que esta posibilidad de realizar inspecciones y las eventuales sanciones 
en caso de que surjan elementos del proceso inspectivo no estaban vinculados a la materia de la 
Dirección General Impositiva. Lo dimos por descontado. Por eso dije que no había ningún 
inconveniente; asumimos como tal que estas inspecciones que eventualmente esta Comisión 
Administradora podría llegar a realizar no estaban referidas a ver si la empresa declaró todas las 
ventas que debía o si todo lo que dedujo como gasto era o no real o si tenía facturas falsas o no. 
Asumimos que estaban vinculadas a otros ámbitos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por eso decía que la redacción, a mi juicio, es muy amplia y quizás no sea 
muy feliz. Me refiero a la versión de la Comisión Administradora y no Asesora que me parece estaba 
mejor lograda. 


El literal c) dice: "Realizar inspecciones, y en su caso solicitarlas y elevar a la Inspección General del Trabajo 
los casos de omisión en la colocación de los marbetes" esa es otra discusión "falta de inscripción de empresas 
en el Registro o cualquier otra infracción a las obligaciones que se establecen en la presente Ley". Después 
habla de obligaciones sancionatorias que no están especificadas. 


Dentro de las obligaciones de la ley se refiere a los beneficios. En este caso, vincula el subsidio con la 
nomenclatura del MERCOSUR. Dice que para acceder al beneficio las empresas deberán acreditar que se 
encuentran al día con sus obligaciones tributarias y de la seguridad social y responsabilidad social, que será 
determinada por la reglamentación de la presente ley. En una interpretación amplia podría darse también que 
pudiera, incluirse, tener potestades inspectivas en materia de cumplimiento de obligaciones tributarias. 


SEÑOR ROMANO.- No comparto esa posición, porque me parece que cuando el artículo 50. dice: 
"Para acceder al beneficio establecido en el inciso anterior, las empresas deberán acreditar que se 
encuentran al día con sus obligaciones tributarias", la obligación que se está estableciendo es que las 
empresas acrediten estar al día, porque a estar al día ya están obligadas por leyes preexistentes a este 
proyecto de ley que enmarcan todo nuestro sistema tributario y cuya fiscalización sí es cometido y 
potestad exclusiva de la administración tributaria. Pero admito que el tema puede llegar a ser 
discutible y, tal vez, requiera de alguna aclaración. En realidad, la administración tributaria no ve que 
haya un riesgo de que, en virtud de este proyecto, otro organismo salga a controlar lo mismo que la 
DGI. 


Obviamente, cualquier aclaración en ese sentido es de buena técnica legislativa y será bienvenida. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha sido muy clara la exposición. Para nosotros la posición de la DGI es un 
insumo más que importante a fin de tomar definiciones en cuanto empecemos a votar el proyecto en 
general y en particular. 


Agradecemos la presencia y el celo que han tenido en tratar de cumplir la función más allá del artículo en 
cuestión. 


SEÑOR ROMANO.- Muchas gracias por la invitación y estamos a las órdenes. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


